SOLUCIONES POLITICAS AL TEMA DE LA CORRUPCION

ACCIONES POLITICAS CONTRA LA CORRUPCION

Intervención del Dr. Rodrigo Losada, Politólogo, actualmente se encuentra investigando y trabajando como docente en la Facultad de Ciencias Políticas y es PHD de la Universidad de Georgetown.

Dado que me corresponde intervenir en la mesa redonda titulada “Soluciones políticas al tema de la corrupción”, me ha parecido oportuno despejar primero el sentido de “soluciones políticas” contra la corrupción.

Por lo pronto, no se trataría de “soluciones” propiamente tales, porque la corrupción parece inevitable, bajo cualquier sistema de gobierno.  Se trata, más bien, de medidas o acciones para disminuir el daño de la corrupción, para llevarlo a niveles tolerables
.

Pero, ¿Cuál medida anticorrupción  es “política”?.  Para responder, es necesario proponer unas breves reflexiones  sobre la naturaleza del fenómeno político. Inspirado en algunos politólogos contemporáneos, entiendo que ese fenómeno está constituido por las interacciones de los interesados relacionadas con el reparto terminante de beneficios deseados por ellos – seguridad, libertad, vías, escuelas, etc. – a nivel de toda la sociedad
.

Las decisiones y no-decisiones sobre ese reparto de beneficios son en realidad un proceso extremadamente complejo, en el cual intervienen muy diversos actores, con muy variadas consecuencias.  Sin embargo, ese proceso decisorio podría resumirse diciendo que recorre tres grandes etapas:  formulación, legitimación e implementación
.

Para mi, las medidas propiamente “políticas” contra la corrupción se producen en la etapa de la legitimación, o sea, cuando la autoridad formalmente constituida como suprema aprueba – vota o firma – una norma.  En un sistema democrático como el nuestro, las autoridades supremas son las elegibles por el pueblo, empezando por las que conforman el máximo cuerpo legislativo del sistema.  Pero, de hecho  también actúan como supremas otras autoridades públicas, elegidas o no, cuya aprobación a una norma es considerada en principio como del más alto nivel jerárquico.

Aclaremos otra cosa:  de cuál corrupción  estoy hablando?, hablo de “corrupción política” y por ella entiendo "conducta que, o se desvía de los deberes formales  de un funcionario público (elegido o nombrado) en busca de beneficios privados, sean o no económicos, o viola normas estatutarias con el fin de impedir el ejercicio de aquellos tipos de influencia, que busquen un interés privado"
.

A fin de que los análisis sobre la corrupción resulten lo menos subjetivos posible conviene vincular conceptual y operacionalmente la corrupción política con el quebrantamiento de leyes positivas.

Ahora sí entremos en materia:  A nivel de la legitimación de las decisiones, y pensando en la lucha contra la corrupción en el sector público, quiero proponer algunas medidas que atañen a:

1. El proceso mediante el cual las supremas autoridades son escogidas.

2. Las calidades éticas, profesionales y humanas de las máximas autoridades.

3. El estilo de liderazgo de esas autoridades.

4. Los actores políticos más tenidos en cuenta por dichas autoridades.

No pretendo agotar el tratamiento de estas medidas políticas, sino por el contrario ser selectivo.

MEDIDAS SOBRE LA SELECCION DE LAS MAXIMAS AUTORIDADES

En relación con el proceso mediante el cual las supremas autoridades son escogidas, me preocupa sobremanera la incidencia de narcodineros en las campañas políticas.  Si el legislador, o la máxima autoridad administrativa, llega al cargo público con el respaldo económico del narcotráfico, queda moral y sicológicamente impedida para acometer cualquier lucha de fondo contra la corrupción.

Ahora, dado que no podremos erradicar al narcotráfico, al menos en corto plazo, opino que se impone la financiación estatal casi total de las campañas electorales.  Si no estuviera presente el poder corruptor de los capos de la droga, la financiación estatal de las campañas electorales sería más debatible.  Existiendo ese poder, me parece imperativa.

Pienso, por otro lado, que se requiere una ampliación de las inhabilidades para ser elegido al Congreso de la República o a cualquier otro cargo público.  En particular, es necesario impedir que hagan campaña y sean elegidos  quienes han sido llamados a indagatoria por una autoridad competente.  Me parece grotesco el espectáculo vivido recientemente de varios candidatos al Congreso, a Alcaldías o a Gobernaciones, cuya conducta estaba, y está, siendo investigada por los jueces.

Para garantizar que las máximas autoridades, elegidas o nombradas, sean honradas, convendría exigir la publicidad de su patrimonio, antes y después de ocupar el cargo público.

MEDIDAS SOBRE LA CALIDAD DE LAS AUTORIDADES SUPREMAS 

En cualquier programa de lucha contra la corrupción, parece prioritario combatir toda forma de conducta ilegal de las máximas autoridades públicas en beneficio propio o de terceros.  Porque si las autoridades  supremas son deshonestas, cunde la desmoralización tanto entre los funcionarios subordinados, como entre los ciudadanos, interesados en luchar contra la corrupción.

De ahí que, a  mi juicio, si una elevada autoridad pública incurre en una acción corrupta, por el simple pero agravante hecho del cargo  que ocupa, las sanciones deberían ser mayores.

De ahí también, que me parezca digna del mayor respaldo ciudadano la conducta de la actual Corte Suprema de Justicia en la medida en que está llamando a indagatoria a todos los congresistas de quienes hay indicios de que han podido no estar a la altura de su dignidad en la investigación sobre el ingreso de narcodineros a la campaña del ex-Presidente Samper.

Igualmente merece aplauso al empeño del Fiscal General de la Nación en continuar con el llamado Proceso 8000.  Sin embargo, este proceso está resultando de tal magnitud que lo mejor seria concentrarse sólo en las máximas autoridades que hayan podido ser beneficiadas de narcodineros.

Siguiendo con el tema de la calidad de las máximas autoridades, considero muy útil para combatir la corrupción las sanciones morales ejemplarizantes, aun por conductas no delictivas. A mi parecer, un Presidente debería pedirle la renuncia inmediata, o destituir, a funcionarios indelicados, es decir, a funcionarios que pueden no haber quebrantado una ley, pero que han actuado de una manera que genera censuras morales en una parte apreciable de la población.  Pienso, por ejemplo, en lo molesto, y desmoralizador, que fue ver como Ministros, por varios meses, a quienes incumplían  el pago de sus deudas con el Estado, más aún, de sus grandes deudas.

MEDIDAS SOBRE EL ESTILO DE LIDERAZGO DE LAS MÁXIMAS AUTORIDADES

Conviene recordar algunas recomendaciones conocidas que atañen a la forma como pueden ejercer sus atribuciones las autoridades:

1.  La decisión firme y sostenida de las máximas autoridades  públicas de luchar sin cuartel contra la corrupción, aun incurriendo en altos costos personales, constituye un prerrequisito insustituible para que esa lucha sea efectiva.  Esa decisión, firme y sostenida, es la que, a mi entender, se denomina "voluntad política".  Si no existe esa voluntad política en las máximas autoridades, no se generará en los funcionarios subordinados la mística necesaria para entregar las enormes energías, y tomar los graves riesgos, que una lucha contra la corrupción exige.

2.  Existe un consenso generalizado entre los analistas de la corrupción y de sus antídotos sobre la importancia de fijar prioridades en la lucha contra ese flagelo.  Hay máximas autoridades públicas que no saben, o no quieren, fijar prioridades en esa lucha.  Pero lo que se necesita son líderes que sí sepan, y quieran, fijar esas prioridades.

Entre esas prioridades, yo hecho de menos la de la extradición.  Porque a nada parecen temerle más los narcotraficantes que a la extradición hacia los Estados Unidos.  Pienso entonces que esa es una de las medidas más disuasivas, quizás no para hacerlos desistir del narcotráfico, pero si para hacerlos migrar hacia países más tolerantes.  No podemos acabar con el narcotráfico en el mundo, ni siquiera en nuestro propio medio; pero si podemos hacerles a los narcotraficantes cada vez más costoso y riesgoso, adelantar su negocio desde Colombia.  La extradición, con efecto retroactivo, parece un medio muy apto obviamente no el único, para lograr ese propósito.

3.  Contribuye substancialmente a la eficacia y eficiencia en la lucha contra la corrupción la estabilidad laboral de los altos funcionarios honestos, y comprometidos con esa lucha.  Riñe, pues, contra esto, por ejemplo, el cambio de Ministros cada ocho o diez meses.

4.  Un medio político fundamental para combatir la corrupción yace en incrementar la transparencia de los procesos de decisión particularmente en áreas, dominadas por las máximas autoridades, en las cuales están en juego mayores valores económicos o grandes  valores de otra índole.  Pienso, en particular, en darle mayor transparencia a los procesos de decisión en el Congreso y en la Presidencia.

MEDIDAS RELACIONADAS CON ACTORES IMPORTANTES PARA LAS MÁXIMAS AUTORIDADES 

En un sistema democrático es sensato asumir que todo actor político, y con mayor razón las máximas autoridades, quiere, en lo posible, seguir escalando posiciones políticas, o si llegó a  la más alta, desea retirarse con honores.

Consideremos el caso de quien no ha llegado todavía a la máxima dignidad.  En un sistema democrático, alcanzar posiciones cada vez más altas, sobre todo posiciones electivas, exige gozar del respaldo de una buena cantidad de ciudadanos.  Para alcanzar ese respaldo, o no alcanzarlo, yo creo que los medios de comunicación, los gremios empresariales y profesionales, las ONGs y otras asociaciones cívicas, pueden desempeñar un papel crucial.

Los medios de comunicación de masas están desempeñando hoy en día una función de primer orden en las democracias, y a favor de ellas, en la medida en que se han convertido en uno de los mejores fiscalizadores de la conducta de los funcionarios públicos, mucho más efectivos en esa tarea que los partidos políticos.  Lo hacen, me parece, en parte porque la información sobre actuaciones ilícitas de esos funcionarios "se vende"; pero también actuarían así en virtud de un cierto sesgo ideológico, digno de encomio.  Ojalá los medios apoyaran con mayor vigor sus unidades investigativas y destaparan más ollas podridas!.  Qué saludable sería para la democracia!  No todos, pero sí muchos políticos, deseosos de alcanzar nuevas y más altas dignidades, se cuidarán mucho de incurrir en actos ilícitos si saben que existen unos medios de comunicación ávidos de descubrir esas irregularidades.

Por otro lado, los medios dirían que, le prestarían un servicio a la democracia, si no generalizan sobre la corrupción en el Congreso, o en general entre los políticos, como algunos con demasiada frecuencia lo hacen.

Miremos ahora algo que pueden hacer los gremios empresariales.  Es bien sabido que, en un contexto de apertura económica, a la empresa privada le conviene reducir la corrupción para disminuir costos.  Es entonces una tarea muy apropiada para los gremios que representan a los diversos sectores económicos, contribuir con la denuncia de prácticas corruptas, y con el apoyo a quienes luchan contra ellas.  Los gremios mueven opinión pública  y suelen ser muy tenidos en cuenta por los políticos.

Los grupos económicos, los gremios y los empresarios, contribuirían  mucho al bien del país, si apoyaran las campañas como aquella de "candidatos visibles", adelantada por la Universidad de los Andes, con el respaldo de varios grupos del sector privado.

Hasta aquí, no me he referido al papel que pueden desempeñar los partidos políticos dentro de las "acciones políticas contra la corrupción" que estoy comentando.  No lo he hecho por varias razones que sólo puedo enunciar ahora de manera esquemática.  A mi juicio, los partidos políticos, no sólo en Colombia, sino en general, aún en las democracias más avanzadas, ya no tienen   la importancia de otras épocas.  Los medios, los gremios, las ONGs, les han quitado mucho espacio.  La política se ha vuelto cada vez más personal, si se quiere más personalizada:  Lo que cuenta más cada día es la persona del candidato, y no tanto su etiqueta partidista.  Con mayor razón en nuestro país, donde los partidos como organizaciones son prácticamente inexistentes.

Como no creo que el conjunto de factores recién enunciado vaya a cambiar, no considero justificado atribuir un papel central a los partidos en la lucha contra la corrupción.  Lo cual no quiere decir que no se deban combatir las prácticas corruptas atribuidas con frecuencia a los partidos, pero que en realidad son comportamientos de políticos individuales, los cuales la gente equivocadamente atribuye a partidos que no existen.

Lo que sí me parece importante es fortalecer - con incentivos apropiados - las veedurías ciudadanas y otros órganos similares de  control popular.  Por ejemplo, podría pensarse que en cada municipio se otorgue anualmente una medalla al valor cívico, por denunciar la corrupción.

Debemos aceptar que el ciudadano común es, en Colombia, poco amigo de participar en política, y menos aún, en campañas contra la corrupción.  No conviene, entonces, forjarnos la ilusión de que esa condición, que es cultural, vaya a cambiar en el corto o mediano plazo mediante campañas educativas, y menos en función de campañas publicitarias.

El problema de la indiferencia ciudadana tampoco es por falta de oportunidades para participar.  Para quien quiera emplearlas, esas oportunidades abundan, lo cual no quiere decir que sea fácil usarlas.  Lo que se debe hacer es proporcionar incentivos para que los pocos que están inclinados a participar lo hagan.

Bien, esas son las ideas que quería compartir con ustedes.  Valga concluir subrayando algo, ya conocido, y es que toda estrategia contra la corrupción tiene que ser multifacética, y requiere a su favor, como requisito absolutamente indispensable, una fuerte y clara voluntad política de los máximos gobernantes.
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